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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
PLENO 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL P./J. 9/2024 (11a.) 
 
ETIQUETADO FRONTAL DE ADVERTENCIA. LA OBLIGACIÓN DE INCLUIR LA LEYENDA "CONTIENE CAFEÍNA 
EVITAR EN NIÑOS", PREVISTA EN LA REGLA 7.1.4. DE LA NORMA OFICIAL MEXICANA NOM-051-SCFI/SSA1-
2010, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN. 
 
Hechos: Una persona moral impugnó en amparo indirecto el sistema normativo que regula el etiquetado 
frontal de advertencia en alimentos y bebidas no alcohólicas preenvasados. Específicamente, reclamó la 
Modificación a la Norma Oficial Mexicana NOM-051-SCFI/SSA1-2010, Especificaciones generales de 
etiquetado para alimentos y bebidas no alcohólicas preenvasados-Información comercial y sanitaria, 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 27 de marzo de 2020, por considerar que viola los principios 
de igualdad y no discriminación, dadas las cargas administrativas que le impone, a diferencia de aquellas 
personas que comercializan productos preenvasados que contienen cafeína natural. El Juzgado de Distrito 
sobreseyó en el juicio por falta de interés jurídico para impugnar las normas reclamadas. La quejosa interpuso 
recurso de revisión, y el Tribunal Colegiado de Circuito modificó la determinación del sobreseimiento, y al 
subsistir un problema de constitucionalidad, reservó jurisdicción a este Alto Tribunal para realizar el estudio 
correspondiente. 
 
Criterio jurídico: La referida regla 7.1.4. de la Norma Oficial Mexicana NOM-051-SCFI/SSA1-2010, que prevé 
la obligación de incluir la leyenda "CONTIENE CAFEÍNA EVITAR EN NIÑOS" cuando el producto contenga 
cafeína adicionada dentro de la lista de ingredientes en cualquier cantidad, no viola los principios de igualdad 
y no discriminación. 
 
Justificación: La disposición mencionada: a) busca evitar el consumo, preferentemente en menores de edad, 
de productos que contienen cafeína adicionada, por ser dicho alcaloide el utilizado en las bebidas 
carbonatadas que, al igual que los demás productos ultraprocesados, se encuentran asociados con el 
desarrollo de enfermedades no transmisibles como la diabetes, una de las causas principales de mortalidad 
en México; además, tiene como finalidad mediata proteger el derecho a la salud y a la alimentación nutritiva 
de los menores; b) constituye un medio racional para la consecución de los fines, pues al establecer la 
obligación de incluir la leyenda precautoria: "CONTIENE CAFEÍNA EVITAR EN NIÑOS", únicamente para 
productos preenvasados que contienen cafeína adicionada dentro de la lista de ingredientes en cualquier 
cantidad, permite que los menores de edad o quien resulte responsable de su cuidado, tenga un momento de 
reflexión previo a adquirir o consumir un producto preenvasado que contiene un alcaloide no recomendable, 
preferentemente, para ese sector de la población; y c) es proporcional en sentido estricto, puesto que no 
contiene una prohibición para las personas que comercializan productos preenvasados que contienen cafeína 
adicionada dentro de la lista de ingredientes en cualquier cantidad y mucho menos para el público 
consumidor. Simplemente es una medida preventiva que, como parte de una estrategia de política pública de 
salud, busca garantizar los derechos de protección a la salud y a la alimentación nutritiva de los menores de 
edad, lo cual resulta de mayor entidad, comparado con las molestias o perjuicios que le pudieran generar a 
los comercializadores de productos que contienen cafeína adicionada. 
 
PLENO. 
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Amparo en revisión 227/2022. Santa Clara Mercantil de Pachuca, S. de R.L. de C.V. 8 de abril de 2024. Unanimidad de 
once votos de las Ministras y de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, apartándose de las consideraciones, Juan Luis 
González Alcántara Carrancá apartándose de algunas consideraciones, Yasmín Esquivel Mossa por declarar infundado el 
concepto de violación en el tema de la motivación reforzada, Loretta Ortiz Ahlf, con consideraciones adicionales, Luis 
María Aguilar Morales, por declarar infundado este concepto de violación, Jorge Mario Pardo Rebolledo, separándose de 
algunas consideraciones, Lenia Batres Guadarrama, Ana Margarita Ríos Farjat apartándose de diversas consideraciones, 
Javier Laynez Potisek por consideraciones distintas, Alberto Pérez Dayán y Norma Lucía Piña Hernández apartándose de 
algunas consideraciones y por razones distintas, respecto del apartado IV, relativo al estudio, en su tema II, inciso b), 
consistente en declarar infundados e inoperantes los conceptos de violación respectivos. Las Ministras y los Ministros 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Loretta Ortiz Ahlf, Luis María Aguilar Morales, Ana 
Margarita Ríos Farjat, Javier Laynez Potisek y Norma Lucía Piña Hernández anunciaron sendos votos concurrentes. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Oscar Vázquez Moreno. 
 
El Tribunal Pleno, el veinticuatro de octubre de dos mil veinticuatro, aprobó, con el número 9/2024 (11a.), la tesis 
jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a veinticuatro de octubre de dos mil veinticuatro. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de marzo de 2025 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 31 de marzo de 2025, para los efectos previstos en el 
punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
PLENO 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL P./J. 8/2024 (11a.) 
 
ETIQUETADO FRONTAL DE ADVERTENCIA. LOS ARTÍCULOS 212, PÁRRAFOS TERCERO Y CUARTO, Y 215, 
FRACCIONES VI Y VII, DE LA LEY GENERAL DE SALUD NO VIOLAN LAS LIBERTADES DE COMERCIO Y DE LIBRE 
CONCURRENCIA. 
 
Hechos: Una persona moral impugnó en amparo indirecto los artículos referidos que prevén la inclusión del 
etiquetado frontal de advertencia en alimentos y bebidas no alcohólicas preenvasados, al considerar que se 
imponen cargas administrativas desmedidas para comercializar esos productos, lo cual viola sus libertades de 
comercio y de libre concurrencia. El Juzgado de Distrito sobreseyó en el juicio por falta de interés jurídico para 
impugnar las normas reclamadas. La quejosa interpuso recurso de revisión, y el Tribunal Colegiado de Circuito 
modificó la determinación del sobreseimiento, y al subsistir un problema de constitucionalidad, reservó 
jurisdicción a este Alto Tribunal para realizar el estudio correspondiente. 
 
Criterio jurídico: Los artículos 212, párrafos tercero y cuarto, y 215, fracciones VI y VII, de la Ley General de 
Salud que prevén el etiquetado frontal de advertencia en alimentos y bebidas no alcohólicas preenvasados, 
superan el examen de proporcionalidad y respetan las libertades de comercio y de libre concurrencia. 
 
Justificación: El etiquetado frontal de advertencia: a) persigue una finalidad constitucionalmente válida pues, 
por una parte, pretende que los consumidores puedan identificar de manera fácil, rápida e informada los 
productos industrializados con contenidos excesivos en energía, azúcares añadidos, grasas saturadas, sodio y 
aquellos que contengan otros aditivos como edulcorantes o cafeína, asociados a factores de riesgo para el 
desarrollo de enfermedades crónicas no transmisibles como la diabetes y la hipertensión; y por otra parte, 
busca proteger el derecho a la salud, a la alimentación nutritiva, a la protección de los derechos del 
consumidor y al interés superior del menor; b) constituye un medio idóneo y necesario para asegurar la 
obtención del fin perseguido, ya que por su diseño y sus características, es una herramienta útil para identificar 
de manera fácil, rápida e informada los productos nocivos para la salud; c) cumple con la grada de necesidad 
ya que entre las opciones analizadas por el legislador, este etiquetado es el más efectivo para lograr el fin 
pretendido por la norma, sin que exista una intervención mayor de la que pudieran tener otros sistemas de 
etiquetado, pues en cualquier caso su incorporación representaría una carga administrativa para los 
productores y comercializadores de alimentos y bebidas preenvasados, quienes tendrían que proporcionar la 
información nutrimental simplificada de sus productos; y d) es proporcional en sentido estricto, ya que las 
ventajas que se obtienen con la imposición de la medida –como son permitir que los consumidores puedan 
realizar elecciones más saludables, al identificar productos que contienen cantidades excesivas de nutrientes 
críticos como azúcares, grasas totales, grasas saturadas, grasas trans y sodio–, justifican las cargas 
administrativas y económicas que generan en los productores y comercializadores de productos 
industrializados, por tener que incorporar a sus productos un etiquetado de advertencia para identificar 
productos que contienen cantidades excesivas de nutrientes críticos. Por lo anterior, los artículos 
mencionados no violan las libertades de comercio y de concurrencia, porque no se impide a las personas 
dedicarse a la actividad que deseen ni se restringe su participación en el mercado en beneficio de quien ejerce 
la misma actividad. Con la regulación del etiquetado frontal de advertencia únicamente se generan mayores 
cargas administrativas de las que podrían tener los productores y comercializadores de alimentos y bebidas 
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preenvasados, en el supuesto de que se hubiese mantenido el etiquetado frontal existente, y en todo caso, 
económicas, las cuales están justificadas en un aspecto de mayor entidad como lo es la salud pública de la 
población. 
 
PLENO. 
 
Amparo en revisión 227/2022. Santa Clara Mercantil de Pachuca, S. de R.L. de C.V. 8 de abril de 2024. Unanimidad de 
once votos de las Ministras y de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Juan Luis González Alcántara Carrancá 
apartándose de los párrafos 95 y del 162 a 164, Yasmín Esquivel Mossa, Loretta Ortiz Ahlf, Luis María Aguilar Morales, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Lenia Batres Guadarrama, Ana Margarita Ríos Farjat apartándose de algunas 
consideraciones y por razones adicionales, Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán y Norma Lucía Piña Hernández 
apartándose de las consideraciones, respecto del apartado IV, relativo al estudio, en su tema I, inciso b), denominado 
"Test de proporcionalidad". Las Ministras y los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Yasmín Esquivel Mossa, Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Javier Laynez Potisek y Norma Lucía Piña Hernández anunciaron sendos votos concurrentes. 
El Ministro Luis María Aguilar Morales y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat reservaron su derecho de formular sendos 
votos concurrentes. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Oscar Vázquez Moreno. 
 
El Tribunal Pleno, el veinticuatro de octubre de dos mil veinticuatro, aprobó, con el número 8/2024 (11a.), la tesis 
jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a veinticuatro de octubre de dos mil veinticuatro. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de marzo de 2025 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 31 de marzo de 2025, para los efectos previstos en el 
punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
PRIMERA SALA 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 27/2025 (11a.) 
 
MÉDICOS DE INSTITUCIONES FEDERALES DE SEGURIDAD SOCIAL. LA VÍA ORDINARIA CIVIL ES PROCEDENTE 
PARA DEMANDARLOS EN LO PERSONAL, EN TANTO QUE PARA EXIGIR LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL 
DEL ESTADO PROCEDE LA VÍA ADMINISTRATIVA. 
 
Hechos: Una persona física demandó a una doctora en la vía ordinaria civil diversas prestaciones por los daños 
que consideró le fueron ocasionados como consecuencia de una indebida atención médica y quirúrgica en el 
Instituto Mexicano del Seguro Social. La demandada opuso, entre otras, la excepción de incompetencia de la 
vía, al estimar que la controversia debía sustanciarse como una responsabilidad patrimonial del Estado en la 
vía administrativa. El Tribunal de Alzada estimó infundada la excepción opuesta y, en desacuerdo, la 
demandada promovió juicio de amparo indirecto en el que se negó la protección constitucional. La quejosa 
controvirtió esa determinación a través del recurso de revisión que se sometió al conocimiento de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación en ejercicio de su facultad de atracción. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la vía ordinaria 
civil es la procedente para demandar en lo personal a un médico a fin de exigir su responsabilidad civil por su 
actuar culposo o negligente en el ejercicio de sus funciones dentro de una dependencia de salud pública como 
es el Instituto Mexicano del Seguro Social; en tanto que la vía administrativa es la idónea para demandar al 
Estado la reparación de los daños derivados de actos de negligencia cometidos por el personal médico que 
labora en los institutos de salud pública. 
 
Justificación: El juicio ordinario civil es procedente cuando se demande a un médico en lo particular, trabaje 
o no en una dependencia pública, pues su responsabilidad tiene como base el daño producido a los pacientes, 
lo cual podría originar una responsabilidad de índole subjetiva; por lo que, a fin de que una indemnización 
resulte procedente, es necesario que se demuestre la culpa o negligencia del médico a quien se atribuye el 
daño. 
 
Sin embargo, la vía ordinaria civil no es idónea para demandar la responsabilidad patrimonial del Estado 
derivada de los servicios de salud que presta a través de sus instituciones federales como son el Instituto 
Mexicano del Seguro Social o el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, 
pues dicha vía quedó obsoleta con la derogación del artículo 1927 del Código Civil Federal, al expedirse la Ley 
Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, con motivo de la reforma constitucional al artículo 113 
(cuyo texto se encuentra actualmente previsto en el último párrafo del diverso 109) que tuvo lugar el 14 de 
junio de 2002; en cuyos términos, la vía procedente para demandar al Estado por el actuar negligente de los 
médicos que laboran en las instituciones públicas de salud es la administrativa, conforme al procedimiento 
establecido en dicha ley. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 971/2023. Blanca Nataly Rodríguez Grijalva. 4 de diciembre de 2024. Cinco votos de los Ministros y 
las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
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Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretaria: Claudia Lissette Montaño Mendoza. 
 
Tesis de jurisprudencia 27/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de dos de 
abril de dos mil veinticinco. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de abril de 2025 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 07 de abril de 2025, para los efectos previstos en el punto 
noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
PRIMERA SALA 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 9/2025 (11a.) 
 
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS. EL ARTÍCULO 124, FRACCIÓN I, DE LA LEY GENERAL RELATIVA, NO 
VIOLA LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y DE SEGURIDAD JURÍDICA. 
 
Hechos: Una persona promovió amparo indirecto contra la medida precautoria derivada del inicio de un 
procedimiento de investigación por hechos posiblemente constitutivos de faltas administrativas, consistente 
en la suspensión de su cargo. El Juzgado de Distrito negó el amparo. Contra ello interpuso recurso de revisión 
y argumentó que el artículo citado es inconstitucional, al no precisar la duración de la referida medida 
precautoria. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 124, 
fracción I, de la Ley General de Responsabilidades Administrativas no viola los principios de legalidad y de 
seguridad jurídica al no prever un plazo de duración de la medida cautelar consistente en la suspensión del 
encargo del servidor público sujeto a una investigación en un procedimiento administrativo. 
 
Justificación: En la contradicción de tesis 311/2015, el Pleno de este Alto Tribunal analizó el artículo 21, 
fracción V, cuarto párrafo, de la abrogada Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores 
Públicos y concluyó que: 1) en el procedimiento de responsabilidades administrativas se otorga una facultad 
discrecional para suspender temporalmente a un servidor público si se estima pertinente para la continuación 
o conducción de las investigaciones; 2) la medida puede decretarse antes o al momento de que el servidor 
público sujeto a investigación sea notificado del inicio del procedimiento y puede abarcar tanto sus funciones 
como la retención de sus percepciones; 3) es una medida precautoria que cuenta con sustento constitucional 
y legal, pues si bien se priva al servidor público de la posibilidad de continuar prestando sus servicios en el 
órgano de gobierno de que se trate, lo cierto es que es razonable al proteger el interés de la sociedad para 
garantizar una debida función pública. Que el referido artículo 124, fracción I, no establezca el plazo que 
durará la medida cautelar no lo hace inconstitucional, pues no implica que su duración pueda ser ilimitada, ya 
que no subsiste por sí misma sino que es accesoria del procedimiento del cual deriva. De los artículos 123 y 
125 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas se desprende que las autoridades investigadoras 
podrán solicitar a la autoridad sustanciadora o resolutora que decrete medidas cautelares, las cuales se 
tramitarán de manera incidental. Es decir, las medidas cautelares en el procedimiento de investigación 
administrativa se generan con motivo de éste y no pueden existir independientemente de él. Por ello se 
entiende que, como cualquier otra medida cautelar, durarán hasta que se dicte la resolución final en el 
procedimiento. 
 
SEGUNDA SALA. 
 
Amparo en revisión 549/2024. Mario Murgo Magaña. 15 de enero de 2025. Cuatro votos de los Ministros Yasmín Esquivel 
Mossa, Alberto Pérez Dayán, Lenia Batres Guadarrama y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: 
Adda Rosa Hoyos Brito. 
 
Nota: La ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 311/2015 citada, aparece publicada en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 41, Tomo I, abril de 2017, página 5, con número de registro digital: 27086. 
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Tesis de jurisprudencia 9/2025 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de diecinueve 
de marzo de dos mil veinticinco. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de abril de 2025 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 07 de abril de 2025, para los efectos previstos en el punto 
noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
SEGUNDA SALA 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 8/2025 (11a.) 
 
PROPIEDAD INDUSTRIAL. LOS ARTÍCULOS 42 DE LA LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN A LA PROPIEDAD 
INDUSTRIAL Y 13 DEL ACUERDO POR EL QUE SE ESTABLECEN LAS REGLAS Y ESPECIFICACIONES PARA LA 
PRESENTACIÓN Y TRÁMITE DE SOLICITUDES Y DOCUMENTACIÓN CONFORME AL ARREGLO DE LA HAYA, 
RELATIVO AL REGISTRO INTERNACIONAL DE DIBUJOS Y MODELOS INDUSTRIALES, NO VIOLAN LOS 
DERECHOS DE AUDIENCIA Y DE ACCESO A LA JUSTICIA. 
 
Hechos: Una persona moral presentó un juicio de amparo indirecto en donde reclamó la inconstitucionalidad 
de los artículos 42 de la Ley Federal de Protección a la Propiedad Industrial y 13 del Acuerdo por el que se 
establecen las reglas y especificaciones para la presentación y trámite de solicitudes y documentación 
conforme al Arreglo de La Haya relativo al Registro Internacional de Dibujos y Modelos Industriales, ante el 
Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial, con motivo de su primer acto de aplicación. El Juez de Distrito 
concedió la protección constitucional al considerar que los preceptos no permitían que los solicitantes 
subsanaran errores u omisiones al presentar una solicitud de prioridad, determinación que fue recurrida por 
las autoridades responsables. 
 
Criterio jurídico: Los artículos impugnados, que regulan el derecho de prioridad en la presentación de 
solicitudes de registro de dibujos y modelos industriales, no resultan inconstitucionales, pues es posible 
generar una interpretación sistemática que respete los derechos de audiencia y de acceso a la justicia. 
 
Justificación: Estos preceptos forman parte de un sistema normativo y de protección al que le resultan 
directamente aplicables los artículos 106 de la Ley Federal de Protección a la Propiedad Industrial y 8 del 
Arreglo de La Haya, relativo al registro internacional de dibujos y modelos industriales. Por tanto, en el examen 
que realice la autoridad de un registro en el que se reclame un derecho de prioridad, al tenor del Arreglo 
mencionado, debe prevenirse y garantizarse al solicitante la posibilidad de que en un plazo máximo de dos 
meses precise, aclare, corrija o subsane las irregularidades que la autoridad advierta en su solicitud de 
prioridad o los documentos anexos a ella. Con dicha interpretación se podrá garantizar, en primer lugar, la 
protección más amplia de los derechos fundamentales de las personas solicitantes de este sistema de registro; 
en segundo lugar, que la falta o indebido incumplimiento de un requisito formal no conduzca de manera 
automática a que la misma no reciba la debida consideración; y finalmente, que el solicitante sea oído con las 
debidas garantías durante el procedimiento respectivo, a efecto de poder valorar con todos los elementos 
posibles el otorgamiento de un registro que pueda proteger el diseño industrial presentado. 
 
SEGUNDA SALA. 
 
Amparo en revisión 383/2024. WLI (UK) Limited. 21 de agosto de 2024. Cinco votos de los Ministros y Ministras Yasmín 
Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Pablo Raúl García Reyes. 
 
Tesis de jurisprudencia 8/2025 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de doce de 
marzo de dos mil veinticinco. 
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Esta tesis se publicó el viernes 28 de marzo de 2025 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 31 de marzo de 2025, para los efectos previstos en el 
punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
SEGUNDA SALA 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 5/2025 (11a.) 
 
FALTA DE FIRMA DEL ACUERDO DE ADMISIÓN O RADICACIÓN DE LA DEMANDA LABORAL. AL TRATARSE DE 
UNA VIOLACIÓN FORMAL QUE SE CONVALIDA CON LAS POSTERIORES ACTUACIONES QUE POSIBILITAN LA 
EMISIÓN DEL LAUDO, NO ES NECESARIO ORDENAR LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO. 
 
Hechos: Los Plenos Regionales contendientes sustentaron criterios contradictorios al analizar el tipo de 
violación que constituye la falta de firma del presidente, del auxiliar o del secretario de las Juntas de 
Conciliación y Arbitraje en el auto de admisión o de radicación de la demanda, así como la consecuencia que 
dicha violación tiene en amparo directo, esto es, si debe o no ordenarse la reposición del procedimiento a 
efecto de subsanarla. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la falta de firma 
del acuerdo de admisión o de radicación por parte del presidente, del auxiliar o del secretario de la Junta de 
Conciliación y Arbitraje impugnada en amparo directo constituye una violación formal que no amerita reponer 
el procedimiento, ni ordenar recabar la firma de la autoridad correspondiente, debido a que se convalida con 
las posteriores actuaciones que posibilitan el dictado del laudo. 
 
Justificación: El artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos prevé que las 
autoridades deben privilegiar la solución del conflicto sobre los formalismos procedimentales, siempre que 
no se afecte la igualdad entre las partes, el debido proceso u otros derechos, como el de audiencia. Cuando 
falta la firma del presidente, del auxiliar o del secretario de la Junta de Conciliación y Arbitraje en el acuerdo 
de radicación o admisión de la demanda, pero el juicio se tramita y el procedimiento se desahoga en todas 
sus fases hasta su culminación con el dictado del laudo, se concluye que esa violación formal quedó 
convalidada porque se llevaron a cabo todas las actuaciones procesales posteriores a ese acuerdo. Por tal 
razón, no existe motivo para ordenar la reposición del procedimiento, ni siquiera para recabar la firma, a 
efecto de subsanar un vicio formal intrascendente, sino que en su lugar debe privilegiarse el estudio de otras 
violaciones, ya sean de fondo o de las leyes del procedimiento, para no retrasar el análisis que permita dar 
por concluida la controversia. 
 
SEGUNDA SALA. 
 
Contradicción de criterios 59/2024. Entre los sustentados por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Tercer Circuito, el Pleno Regional en Materia de Trabajo de la Región Centro-Norte, con residencia en Monterrey, Nuevo 
León, y el Pleno Regional en Materia de Trabajo de la Región Centro-Sur, con residencia en la Ciudad de México. 15 de 
enero de 2025. Mayoría de tres votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Alberto Pérez Dayán y Javier Laynez Potisek. 
Disidente: Lenia Batres Guadarrama. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: José Francisco Reyna Ochoa. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El Pleno Regional en Materia de Trabajo de la Región Centro-Norte, con residencia en Monterrey, Nuevo León, al resolver 
la contradicción de criterios 42/2023, la cual dio origen a la tesis de jurisprudencia PR.L.CN. J/28 L (11a.), de rubro: 
"ACUERDO DE RADICACIÓN O ADMISIÓN DE DEMANDA LABORAL. LA VIOLACIÓN AL PROCEDIMIENTO DE CARÁCTER 
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FORMAL, CONSISTENTE EN LA FALTA DE FIRMA DEL PRESIDENTE, AUXILIAR O SECRETARIO DE LA JUNTA RESPONSABLE, 
QUEDA CONVALIDADA SI LAS DEMÁS ACTUACIONES POSTERIORES POSIBILITAN EL DICTADO DE UN LAUDO, SIN 
NECESIDAD DE ORDENAR LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO, NI SIQUIERA PARA RECABAR LA FIRMA O LAS FIRMAS 
FALTANTES.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 9 de febrero de 2024 a las 10:11 horas y en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 34, Tomo II, febrero de 2024, página 1928, con 
número de registro digital: 2028143; y 
 
El Pleno Regional en Materia de Trabajo de la Región Centro-Sur, con residencia en la Ciudad de México, al resolver la 
contradicción de criterios 8/2023, la cual dio origen a la tesis de jurisprudencia PR.L.CS. J/12 L (11a.), de rubro: "DEMANDA 
LABORAL. LA FALTA DE FIRMA EN EL ACUERDO ADMISORIO DEL PRESIDENTE O DEL SECRETARIO DEL TRIBUNAL LABORAL, 
SI BIEN CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN PROCESAL, SÓLO AMERITA CONCEDER EL AMPARO PARA REPONER EL 
PROCEDIMIENTO Y SUBSANAR TAL OMISIÓN, SI TRASCENDIÓ AL RESULTADO DEL JUICIO.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 21 de abril de 2023 a las 10:25 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Undécima Época, Libro 24, Tomo III, abril de 2023, página 2141, con número de registro digital: 2026333. 
 
Tesis de jurisprudencia 5/2025 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de doce de 
febrero de dos mil veinticinco. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de marzo de 2025 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 31 de marzo de 2025, para los efectos previstos en el 
punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL II.2o.A. J/3 K (11a.) 
 
RECURSO DE QUEJA CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE PROVEE RESPECTO DE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL 
CUANDO SE RECLAMA EL DECRETO DE REFORMA CONSTITUCIONAL EN MATERIA DEL PODER JUDICIAL. 
CONFORME AL PRINCIPIO DE NECESIDAD Y DADA SU NATURALEZA URGENTE, DEBE RESOLVERSE DE PLANO 
SIN QUE PREVIAMENTE PUEDA HACERSE UN PRONUNCIAMIENTO EN RELACIÓN CON ALGÚN SUPUESTO DE 
IMPEDIMENTO O DE COMPETENCIA. 
 
Hechos: Diversas personas juzgadoras y trabajadoras de órganos jurisdiccionales promovieron amparo 
indirecto contra el Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de reforma del Poder Judicial, publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 15 de septiembre de 2024. El Juzgado de Distrito proveyó sobre la 
suspensión provisional. Las autoridades responsables interpusieron recurso de queja contra esa 
determinación. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que conforme al principio de necesidad y dada 
su naturaleza urgente, el recurso de queja interpuesto contra la resolución que provee sobre la suspensión 
provisional cuando se reclama el referido decreto, debe resolverse de plano sin que previamente pueda 
realizarse un pronunciamiento en relación con algún supuesto de impedimento o de competencia. 
 
Justificación: El artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce el derecho 
de acceso a la justicia y la obligación del Estado de garantizarlo, lo que constituye un aspecto de orden público. 
Ante la disyuntiva de dos mandatos constitucionales en conflicto como son la justicia imparcial y la impartición 
de justicia, debe preferirse este último. De esta manera, cuando no sea posible sustituir a las y a los juzgadores 
o su participación sea necesaria para resolver un asunto, la regla de descalificación por impedimento es 
superada por el principio de necesidad, que consiste en que los asuntos planteados ante los órganos 
jurisdiccionales no queden sin resolución, a fin de cumplir con el derecho de acceso a la justicia. En 
consecuencia, en situaciones extraordinarias como la que se analiza, en que el decreto reclamado incide sobre 
la función jurisdiccional y en los derechos laborales adquiridos por las personas juzgadoras a lo largo de su 
carrera judicial, opera el principio de necesidad, pues estimar lo contrario daría lugar a que no existiera 
posibilidad de impugnarlo, dejando sin defensa a la parte quejosa. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Queja 253/2024. Vocal Secretario de la Junta Local Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral en el Estado de México. 11 
de noviembre de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Mónica Alejandra Soto Bueno. Secretario: José Refugio Gallegos 
Morales. 
 
Queja 254/2024. Vocal Secretario de la Junta Local Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral en el Estado de México. 11 
de noviembre de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo. Secretario: Genaro Bolaños 
Rojas. 
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Queja 262/2024. Cámara de Senadores del Congreso de la Unión. 13 de noviembre de 2024. Unanimidad de votos. 
Ponente: Mónica Alejandra Soto Bueno. Secretario: Edgar Iván Jiménez Sánchez. 
 
Queja 263/2024. Cámara de Senadores del Congreso de la Unión. 14 de noviembre de 2024. Unanimidad de votos. 
Ponente: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo. Secretario: Alejandro Moreno Camacho. 
 
Queja 266/2024. Consejo de la Judicatura Federal. 21 de noviembre de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Mónica 
Alejandra Soto Bueno. Secretaria: Liliana Bueno Casales. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de marzo de 2025 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 31 de marzo de 2025, para los efectos previstos en el 
punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA I.3o.T.9 L (11a.) 
 
DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE DESECHARLA CUANDO SE RECLAMA LA OMISIÓN 
DE PROVEER SOBRE LA PROVIDENCIA CAUTELAR RELATIVA A MANTENER EL SERVICIO DE SALUD POR 
EMBARAZO DE UNA TRABAJADORA DESPEDIDA, AUN CUANDO NO SE HAYA EMPLAZADO A LA 
DEMANDADA EN EL JUICIO LABORAL. 
 
Hechos: En amparo se señaló como acto reclamado la omisión del Tribunal Laboral de proveer sobre las 
providencias cautelares solicitadas por la actora en el juicio laboral para que el patrón se abstuviera de darla 
de baja de la institución de seguridad social en la que se encontraba afiliada, arguyendo haber sido despedida 
en razón de su embarazo. La persona juzgadora desechó de plano la demanda al considerar actualizada de 
forma notoria y manifiesta una causal de improcedencia, derivada de no haber transcurrido entre la fecha de 
presentación de la demanda laboral y la de amparo, el plazo de 45 días previsto en el artículo 772 de la Ley 
Federal del Trabajo para la caducidad del juicio. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que es improcedente desechar la demanda de 
amparo indirecto, aun cuando no se haya emplazado a la demandada en el juicio laboral, si se reclama la 
omisión de proveer sobre la providencia cautelar relativa a mantener el servicio de salud por embarazo de 
una trabajadora despedida. 
 
Justificación: El artículo 857 de la Ley Federal del Trabajo establece que el Tribunal Laboral podrá auxiliarse 
de una persona secretaria instructora quien dictará, entre otras, la providencia cautelar prevista en la fracción 
III, consistente en requerir al patrón que se abstenga de dar de baja de la institución de seguridad social en la 
que se encuentra afiliada la trabajadora embarazada que hubiere sido despedida, cuando a juicio del propio 
tribunal existan indicios suficientes para presumir que fue separada por esa razón, medida que de acuerdo 
con el artículo 858 de la propia ley, podrá solicitarse al presentarse la demanda o posteriormente y que, en el 
primer caso, se tramitará antes del emplazamiento, en cuyo caso, si la actora solicitó al tribunal la providencia 
cautelar en la demanda y justificó su petición en términos del citado artículo 857, fracción III, el tribunal debe 
proveer de inmediato, inclusive antes de emplazar a las demandadas, por constituir el derecho a la salud un 
derecho sustantivo de la impetrante, cuya salvaguarda no incide en el trámite del juicio laboral, no se relaciona 
con el fondo de la controversia ni genera su caducidad. 

 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Queja 192/2023. 4 de abril de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Lourdes Minerva Cifuentes Bazán. Secretario: Arturo 
Ramiro Amaya Salvador. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de marzo de 2025 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA I.14o.C.2 C (11a.) 
 
DILIGENCIAS DE JURISDICCIÓN VOLUNTARIA. CONSTITUYEN LA VÍA PARA QUE UN JUEZ DE LO FAMILIAR 
ORDENE AL REGISTRO CIVIL EXPEDIR EL ACTA DE NACIMIENTO DEL HIJO NACIDO BAJO LA TÉCNICA DE 
GESTACIÓN SUSTITUTA. 
 
Hechos: Una mujer y una pareja integrada por dos hombres promovieron diligencias de jurisdicción voluntaria 
con el objeto de que el juzgador tuviera conocimiento, paso a paso, del estado que guardaría la gestación 
sustituta de un embrión implantado, producto de una fertilización in vitro. También solicitaron que, en su 
caso, se ordenara al Registro Civil de la Ciudad de México expedir el acta de nacimiento correspondiente con 
los nombres de los hombres como padres, en virtud de que estaba manifiesta la voluntad procreacional, de 
buena fe, sin ánimo de lucro y sin controversia alguna entre los contratantes. El Juez de lo familiar no admitió 
a trámite las diligencias de jurisdicción voluntaria y esa resolución fue confirmada por el tribunal de alzada. 
En su contra promovieron amparo indirecto en el que se les negó la protección constitucional. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que las diligencias de jurisdicción voluntaria 
constituyen la vía adecuada para que un juzgado de lo familiar ordene al Registro Civil expedir el acta de 
nacimiento del hijo nacido bajo la técnica de gestación sustituta. 
 
Justificación: Si lo pretendido es el reconocimiento de paternidad intencional mediante el procedimiento de 
jurisdicción voluntaria –que es ordinariamente el medio para hacerlo en los procesos de adopción, incluidos 
los relacionados con gestación subrogada–, es evidente que esa pretensión es viable porque ello no puede 
lograrse a través del acceso directo al Registro Civil. 
 
De acuerdo con la Ley General de Salud y con el manual expedido por la Secretaría de Salud, el certificado de 
nacimiento lleva el nombre de quien gestó a la persona recién nacida, sin que exista posibilidad de que en esa 
instancia se investigue quiénes son los padres biológicos y/o con voluntad procreacional o intencional. Esto 
se justifica porque si bien el derecho a la identidad de los menores de edad contempla el derecho a que su 
filiación jurídica coincida con sus orígenes biológicos y, por ello, tendría que prevalecer el principio de verdad 
biológica, lo cierto es que en algunos supuestos es válido que la filiación jurídica se determine prescindiendo 
del vínculo biológico, pues la identidad de los menores depende de múltiples factores y no sólo del 
conocimiento y/o prevalencia de relaciones biológicas. 
 
Por ello, privar de realizar ese reconocimiento mediante dicho procedimiento, en el que se hace patente la 
voluntad de los futuros padres de establecer lazos de filiación (consanguínea o de reconocimiento), sin 
contención, limita la constitución de la filiación jurídica, la estabilidad familiar y el acceso inmediato de niñas 
y niños a las prerrogativas de la filiación jurídica frente a quienes asumen para con ellos deberes parentales. 
Por ende, se excluye de su protección a las personas menores de edad que nacen en contextos de uniones 
familiares homoparentales, por lo que resulta inconstitucional al contravenir el interés superior de niñas, 
niños y adolescentes y al constituir una franca discriminación hacia los padres intencionales. 
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Por tanto, es posible solicitar al Registro Civil que extienda un acta de nacimiento, previa constatación de esos 
hechos, como consecuencia de haber prosperado el reconocimiento de paternidad, pues no se habla de una 
condena en sí misma, sino de un acto tendente a garantizar el registro del nacimiento de una persona lo más 
inmediatamente posible, en concordancia con lo que dispone el artículo 4o. de la Constitución Federal, que 
establece el derecho a la identidad de toda persona y a ser registrada de manera inmediata a su nacimiento, 
sobre todo si esa solicitud proviene de un procedimiento en el que todas las partes que participan en el 
contrato de gestación sustituta tienen interés en su validación. 
 
DÉCIMO CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 3/2023. 13 de octubre de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Gabriela Eleonora Cortés Araujo. 
Secretario: Édgar Escobar Ríos. 
 
Nota: Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de criterios 5/2024 del índice del Pleno Regional en 
Materia Civil de la Región Centro-Norte, con residencia en la Ciudad de México, el que derivado del Acuerdo General 
38/2023 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, por el que se modifica la denominación de los Plenos Regionales 
de las Regiones Centro-Norte y Centro-Sur; y que reforma diversas disposiciones relativas a su semiespecialización, 
competencia y domicilio, cambió su denominación y competencia a Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de 
la Región Centro-Norte, con residencia en la Ciudad de México, el que la registró con el número de contradicción de 
criterios 29/2024, declaró su incompetencia legal para conocer del asunto y ordenó la remisión de los autos al Pleno 
Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Sur, con residencia en la Ciudad de México, para su 
conocimiento y resolución. Dicho Pleno Regional mediante acuerdo de presidencia del 2 de febrero de 2024 la admitió a 
trámite con el número de contradicción de criterios 47/2024, y por ejecutoria del 4 de diciembre de 2024 determinó: 1) 
que se reúnen los requisitos para configurar la existencia de una contradicción y 2) "solicitar a la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación que ejerza su facultad de atracción a fin de resolver la contradicción de criterios en que se actúa, al 
considerarse que su materia de estudio y pronunciamiento satisface los requisitos de interés y trascendencia necesarios 
para ello.". El Alto Tribunal mediante acuerdo de presidencia del 13 de enero de 2025 la admitió a trámite con el número 
de solicitud de ejercicio de la facultad de atracción 10/2025, pendiente de resolverse por la Primera Sala. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de marzo de 2025 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA III.1o.A.37 A (11a.) 
 
INTERÉS SUSPENSIONAL EN EL AMPARO INDIRECTO. LOS TRABAJADORES DEL PODER JUDICIAL DE LA 
FEDERACIÓN LO TIENEN PARA RECLAMAR EL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN 
DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN 
MATERIA DE REFORMA DEL PODER JUDICIAL, AUNQUE NO SEAN PERSONAS JUZGADORAS. 
 
Hechos: Personas trabajadoras del Poder Judicial de la Federación promovieron amparo indirecto contra el 
Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en materia de reforma del Poder Judicial, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 15 de septiembre de 2024, y solicitaron la suspensión provisional para el efecto de que no se 
impactara negativamente en sus remuneraciones, así como para que se suspendiera el proceso electoral. El 
Juzgado de Distrito les concedió la suspensión provisional, por lo que la autoridad responsable interpuso 
recurso de queja al estimar que las quejosas carecen de interés suspensional por no ser titulares de un órgano 
jurisdiccional. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que los trabajadores del Poder Judicial de la 
Federación tienen interés suspensional en el amparo indirecto promovido contra el referido decreto, aunque 
no sean personas juzgadoras, al estar conformado por una pluralidad de actos que afectan toda la estructura 
de ese Poder. 
 
Justificación: Si bien es cierto que el decreto indicado tiene por objeto la elección de Ministros, Ministras, 
Magistrados, Magistradas, Juezas y Jueces de manera libre, directa y secreta por la ciudadanía, también lo es 
que proyecta sus efectos sobre los trabajadores del Poder Judicial, ya que conlleva su reestructuración en 
cuanto a su operatividad, órganos de control, administración, fiscalización, disciplina, supervisión y vigilancia, 
porque: 1) desaparece el Consejo de la Judicatura Federal y se reemplaza por un órgano de administración 
judicial, 2) se crea un Tribunal de Disciplina para sancionar cualquiera de sus conductas, y 3) se reconfiguran 
las condiciones de trabajo, ingresos y prestaciones, así como los procedimientos laborales y administrativos a 
los cuales deben sujetarse. Ello es suficiente para considerar que dichos trabajadores tienen interés 
suspensional respecto de los efectos del decreto reclamado. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Queja 300/2024. Instituto Nacional Electoral y otra. 8 de noviembre de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Gloria Avecia 
Solano. Secretario: Gabriel de Jesús Montes Chávez. 
 
Queja 331/2024. Secretaría Técnica de la Dirección General de Asuntos Jurídicos del Consejo de la Judicatura Federal y 
otra. 6 de diciembre de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Gloria Avecia Solano. Secretaria: Alma Rosa Enríquez Torres. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de marzo de 2025 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA I.20o.A.54 A (11a.) 
 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LA OMISIÓN DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO 
SOCIAL (IMSS) DE PROPORCIONAR SEGUIMIENTO POSTOPERATORIO PARA EL CONTROL DE LAS 
ENFERMEDADES DE SUS PERSONAS DERECHOHABIENTES, A FIN DE GARANTIZAR EL DERECHO HUMANO A 
LA SALUD. 
 
Hechos: Una persona promovió amparo indirecto contra la omisión de una institución médica del Instituto 
Mexicano del Seguro Social (IMSS) de retirar un catéter colocado como tratamiento postoperatorio. El Juzgado 
de Distrito sobreseyó en el juicio al estimar que cesaron los efectos del acto reclamado, pues el IMSS practicó 
la intervención quirúrgica correspondiente con motivo del otorgamiento de la suspensión. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que procede el amparo indirecto contra la 
omisión del IMSS de proporcionar al quejoso, de manera oportuna, permanente y constante, el seguimiento 
postoperatorio necesario para el tratamiento de su enfermedad, mientras sea derechohabiente y sea 
requerido desde un punto de vista médico, pues constituye una prestación cuyo cumplimiento requiere un 
actuar continuado –y no único–, a efecto de garantizar la obligación del Estado de salvaguardar el derecho 
humano a la salud de las personas, en relación con su vida e integridad personal. 
 
Justificación: El quejoso reclama una actuación pública que repercute en el goce de un derecho fundamental 
de particular trascendencia, como lo es el derecho a la protección de la salud y, por consecuencia, los derechos 
a la vida y a la integridad personal, lo que implica que el análisis de los efectos producidos por el acto 
reclamado debe ser de mayor intensidad, a fin de verificar las repercusiones en su esfera jurídica. Por ello, la 
improcedencia del amparo indirecto no debe sustentarse en una medida transitoria y que no garantiza 
ininterrupciones sucesivas en el tratamiento médico del quejoso. 
 
VIGÉSIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 154/2024. 27 de junio de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Salvador Alvarado López. Secretaria: 
Claudia Escobedo Montalvo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de marzo de 2025 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA III.1o.A.36 A (11a.)  
 
JUZGADOS DE DISTRITO. TIENEN FACULTAD DE PROVEER SOBRE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL CONTRA 
LOS EFECTOS Y CONSECUENCIAS DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN 
DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN 
MATERIA DE REFORMA DEL PODER JUDICIAL, SIN QUE SEA OBSTÁCULO EL SEÑALAMIENTO DE 
AUTORIDADES ELECTORALES COMO EJECUTORAS. 
 
Hechos: Diversas personas trabajadoras del Poder Judicial de la Federación promovieron amparo indirecto 
contra el Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de reforma del Poder Judicial, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 15 de septiembre de 2024, y solicitaron la suspensión provisional para el efecto de 
que no se impactara negativamente en sus remuneraciones, así como la suspensión del proceso electoral de 
Jueces de Distrito y Magistrados de Circuito. El Juzgado de Distrito concedió la suspensión provisional, por lo 
que el Instituto Nacional Electoral interpuso recurso de queja al estimar que la persona juzgadora debió 
declararse incompetente por razón de materia, pues los actos reclamados son de naturaleza electoral. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que los Juzgados de Distrito están legalmente 
facultados para proveer y, en su caso, conceder la suspensión provisional contra los efectos y las 
consecuencias del referido decreto, sin que obste que se señalen autoridades electorales como ejecutoras. 
 
Justificación: Conforme a la naturaleza del incidente de suspensión, en el recurso de queja que se interponga 
en su contra no es posible emitir pronunciamiento sobre la competencia del Juzgado de Distrito, pues ese 
tema es propio del expediente principal del juicio de amparo. Si en el caso se reclamó el proceso legislativo 
del citado decreto, así como sus efectos y consecuencias, no es obstáculo para pronunciarse sobre la medida 
cautelar el hecho de que existan autoridades ejecutoras en materia electoral, pues no puede ignorarse la 
función primordial del Juzgado de Distrito como órgano de control constitucional y convencional conforme al 
artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, relativa a promover, respetar, 
proteger y garantizar los derechos humanos previstos en el propio texto constitucional y en los tratados 
internacionales en la materia, de los que el Estado Mexicano es Parte. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Queja 331/2024. Secretaría Técnica de la Dirección General de Asuntos Jurídicos del Consejo de la Judicatura Federal y 
otra. 6 de diciembre de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Gloria Avecia Solano. Secretaria: Alma Rosa Enríquez Torres. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 28 de marzo de 2025 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA I.15o.C.9 K (11a.) 
 
ACTO DE PARTICULAR EQUIPARABLE AL DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL AMPARO. LO CONSTITUYE LA 
ORDEN DE LA ASAMBLEA GENERAL DE CONDÓMINOS DE BLOQUEAR EL USO DEL ELEVADOR A UNA 
PERSONA ADULTA MAYOR EN SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD. 
 
Hechos: Una mujer de 90 años con problemas de movilidad y delicado estado de salud que vive en el último 
piso de un edificio promovió amparo contra el acuerdo de la asamblea general de condóminos que le impide 
el uso del elevador por adeudar cuotas de mantenimiento del edificio. El Juzgado de Distrito sobreseyó en el 
juicio por considerar actualizada la causa de improcedencia del artículo 61, fracción XXIII, en relación con el 
5o., fracción II, interpretada en sentido contrario, ambos de la Ley de Amparo, sobre la base de que la relación 
no es de supra a subordinación. Ello, porque la asamblea no actúa de manera unilateral ni con base en una 
norma jurídica que le faculta a establecer la medida reclamada, sino con apoyo en una determinación tomada 
por la mayoría de condóminos, regida por disposiciones de derecho privado, dentro de un plano de 
coordinación regulado por la legislación civil, lo que es materia de los tribunales del orden común. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que conforme al artículo 5o., fracción II, 
párrafo segundo, de la Ley de Amparo, el acuerdo tomado con base en la Ley de Propiedad en Condominio de 
Inmuebles para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México y su reglamento, por el que la asamblea 
de condóminos ordena bloquear el servicio del elevador a un piso (unidad privativa) de un condómino en 
estado de vulnerabilidad por su avanzada edad y estado de salud, constituye un acto de particular equiparable 
al de una autoridad para efectos del amparo. 
 
Justificación: Es inexacto que todos los acuerdos tomados por asambleas de condóminos sean actos entre 
particulares no impugnables en amparo indirecto, pues ello depende del respeto a los derechos humanos con 
que se conduzcan dichas asambleas, particularmente cuando se trata de bienes jurídicos como la vida y la 
salud de las personas. Ordinariamente los condóminos se mueven en un ámbito de coordinación al convenir 
las estipulaciones que conforman el orden reglamentario del condominio, pero los derechos humanos no son 
renunciables y, por tanto, no están sujetos al ámbito de disponibilidad de una mayoría de condóminos, ni 
siquiera al cobijo de la norma general que los faculta para emitir reglamentos o acuerdos de asamblea. En el 
caso, hay indicios de que la orden de impedir el acceso al elevador se ejecutó, incluso, cambiando la 
configuración electrónica del ascensor para que no hubiera forma de que lo pudiera utilizar la quejosa. Esto 
es, la autoridad condominal dictó, ordenó y ejecutó con la fuerza un acto que pone en peligro la vida de una 
persona adulta mayor en situación de vulnerabilidad por su delicado estado de salud, escenario que no 
encuadra en una relación de coordinación. Por sus características no se trata de un problema de mera 
legalidad que pueda resolverse en acciones ordinarias sin mayores consecuencias: por el contrario, la 
materialidad, inmediatez y la fuerza con que se desplegó y ejecutó el acto en los derechos fundamentales de 
la quejosa, hacen que su origen se inserte en una lógica de autoritarismo, que en todo caso es más próximo a 
relaciones de supra a subordinación que a relaciones de coordinación y convivencia entre particulares que se 
supone iguales. Conforme al artículo 2o. de la Ley de Propiedad en Condominio de Inmuebles para el Distrito 
Federal, aplicable para la Ciudad de México, la asamblea general de condóminos es el órgano del condominio 
que constituye la máxima instancia en la toma de decisiones para expresar, discutir y resolver puntos de 
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interés propio y común, celebrada en los términos de la propia ley, su escritura constitutiva y su reglamento 
interno. El condominio supone una modalidad de la propiedad que permite a cada individuo usar, disfrutar y 
disponer de su propiedad exclusiva, así como utilizar y compartir áreas y espacios de uso y propiedad común, 
asumiendo condiciones que les permiten satisfacer sus necesidades, sin detrimento de su propiedad exclusiva, 
todo con las limitaciones que imponen las leyes, su escritura constitutiva y su reglamento. Esta modalidad de 
la propiedad cuenta con órganos de gobierno y éstos, a su vez, cuentan con un atributo de la personalidad, 
esto es, representación jurídica a través del conjunto de condóminos al constituirse en asamblea general. Por 
regla general, los actos de la asamblea de condóminos son actos de particulares. Esa regla tiene como 
excepciones los casos en que actúa como si fuera una entidad pública en virtud de una autorización del Estado 
a través de una norma general, cuando rebasa el ámbito de disponibilidad que le otorga la ley de propiedad 
en condominio y las disposiciones de derecho privado para insertarse en el marco indisponible de derechos 
humanos fundamentales como la vida y la salud de las personas. 
 
DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 278/2023. 29 de febrero de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: J. Refugio Ortega Marín. Secretario: 
Rafael García Morales. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de abril de 2025 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA I.20o.A.69 A (11a.) 
 
SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN AMPARO INDIRECTO. DEBE NEGARSE CONTRA LA RESOLUCIÓN DE UNA 
INSTITUCIÓN DE EDUCACIÓN SUPERIOR QUE IMPIDE A UN PRESUNTO AGRESOR CONTINUAR SIENDO 
ALUMNO REGULAR Y EJERCER SUS DERECHOS ESCOLARES, CUANDO SE LE SANCIONÓ POR ACTOS 
CONSTITUTIVOS DE VIOLENCIA DE GÉNERO. 
 
Hechos: En dos procedimientos disciplinarios seguidos contra un alumno con motivo de actos constitutivos 
de violencia de género, el Tribunal Universitario de la Universidad Nacional Autónoma de México lo sancionó 
con suspensión de sus derechos escolares por los plazos de doce y seis meses, respectivamente. Contra esas 
resoluciones promovió amparo indirecto, y el Juzgado de Distrito le concedió la suspensión definitiva para que 
se le permitiera continuar como alumno regular. En revisión las autoridades recurrentes argumentaron que 
el Juzgado de Distrito no juzgó con perspectiva de género, pues las sanciones fueron impuestas con motivo 
de conductas que constituyen violencia de género cometidas contra una alumna del mismo plantel. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que cuando en un procedimiento disciplinario 
escolar se advierta la existencia de actos constitutivos de violencia de género, debe negarse la suspensión 
definitiva solicitada por el presunto agresor para el efecto de continuar siendo alumno regular de la institución 
educativa a la que también acude la tercera interesada. 
 
Justificación: De los artículos 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 7 de la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer "Convención de 
Belém do Pará", así como de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra 
la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés), y del Protocolo para la Atención Integral de Casos de Violencia por 
Razones de Género en la Universidad Nacional Autónoma de México, se advierte que el contexto de violencia 
generalizado contra las mujeres ha sido reconocido por las autoridades tanto a nivel nacional como 
internacional, y a través de diversos cuerpos normativos se han implementado medidas para atenderlo. Ello 
evidencia el interés social en la persistencia de medidas y actuaciones cuyo propósito es eliminar este tipo de 
conductas. Por tanto, si el acto reclamado consiste en la suspensión de la calidad de alumno regular en una 
institución educativa, derivada de conductas catalogadas como violencia de género, ello constituye una 
medida adoptada por la institución en cumplimiento a las obligaciones impuestas tanto a nivel nacional como 
internacional. Otorgar la suspensión definitiva para el efecto de que el quejoso continúe ejerciendo sus 
derechos inherentes a la condición de alumno regular es contrario al interés social y a disposiciones de orden 
público. El Estado Mexicano se encuentra obligado a tomar las medidas necesarias para erradicar la violencia 
contra las mujeres, lo cual incluye la obligación de las personas juzgadoras de ser especialmente cuidadosas 
para evitar la amplificación de las experiencias negativas secundarias o hechos de violencia de las víctimas –
revictimización–, pues de otra manera se verían incumplidas las obligaciones constitucionales, así como los 
compromisos contraídos en materia de eliminación de todas las formas de discriminación y violencia contra 
las mujeres. 
 
VIGÉSIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Incidente de suspensión (revisión) 566/2023. Comisión de Honor del H. Consejo Universitario de la Universidad Nacional 
Autónoma de México y otra. 28 de noviembre de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Alba Yaneli Bello Martínez, Jueza 
autorizada por el Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrada. Secretaria: Lourdes 
Jimena Hernández Ornelas. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de abril de 2025 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
 
 


